[image: image1.png]SUPERINTENDENCIA GENERAL DE ELECTRICIDAD
Y TELECOMUNICACIONES



[image: image2.png]



[image: image3.png]SUPERINTENDENCIA GENERAL DE ELECTRICIDAD
Y TELECOMUNICACIONES




[image: image3.png]

ACUERDO N.° E-0249-R-2022-CAU. SUPERINTENDENCIA GENERAL DE ELECTRICIDAD Y TELECOMUNICACIONES. San Salvador, a las diez horas con cincuenta minutos del día nueve de febrero de dos mil veintidós.

Esta Superintendencia CONSIDERANDO QUE:
I. Por medio del acuerdo N.° E-1222-2021-CAU de fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno, esta Superintendencia resolvió el reclamo interpuesto por el señor XXX interpuesto en contra de la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. en el sentido siguiente:
“[…]  

 

a) Determinar que la acumulación de consumos en el mes de agosto 2020 no está justificada de conformidad a los artículos 29 de los Términos y Condiciones al Consumidor Final del Pliego Tarifario aplicable a la distribuidora para el año dos mil veinte. 

 

b) Establecer que la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. debe: 

 

1. Emitir nuevas facturas de los meses de mayo hasta agosto de 2020 consignando los valores reales consumidos. 

 

2. Anular los montos que excedan los pagos ya realizados por el usuario o reintegrar la diferencia a su favor, según sea el caso. 

 

c) Instruir a la distribuidora DELSUR, S.A. de C.V. que debe dar efectivo cumplimiento a las disposiciones legales, reglamentarias y los Términos y Condiciones al Consumidor Final del Pliego Tarifario que le son aplicables […]”.  

Dicho acuerdo fue notificado a las partes el día veintinueve de noviembre del año recién pasado.
II. El día catorce de diciembre del presente año, el licenciado XXX, apoderado general judicial con cláusula especial de la sociedad DELSUR, S.A. de C.V., interpuso recurso de reconsideración en contra del acuerdo N.° E-1222-2021-CAU por las razones siguientes:  
 
· Fundamento técnico: 
 
A criterio de la empresa distribuidora, se cumplió con el artículo 31 bis de los Términos y Condiciones de los Términos y Condiciones aplicables al consumidor para el año 2021, debido a que se corroboró que el medidor funcionaba correctamente, y se encontraba dentro de los limites admisibles, por lo que el consumo registrado por el medidor es real y fue consumido. 
 
Además, se determinó que el consumo referenciado en el censo de carga corresponde al usuario final. 
 
· Fundamento Legal: 
 
En aplicación al principio de verdad material reconocido en la Ley de Procedimientos Administrativos y los hechos comprobados en la investigación, la empresa distribuidora solicita que se reconsidere lo relacionado a la anulación de los montos que exceden a lo pagado por el usuario a fin de evitar que se afecte el patrimonio de su representada. 
 
III. Por medio del acuerdo N.° E-1376-2021-CAU, de fecha veintidós de diciembre de dos mil veintiuno, esta Superintendencia admitió el recurso de reconsideración interpuesto por la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. y concedió al señor XXX un plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente de la notificación de dicho acuerdo, para que alegara cuanto estimara procedente en defensa de sus derechos e intereses.  
Asimismo, en dicho proveído se comisionó al Centro de Atención al Usuario (CAU) para que, en un plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente al vencimiento del plazo otorgado al usuario rindiera un informe técnico en el cual estableciera la procedencia o no de los argumentos planteados por las partes. 
Según consta en el expediente de mérito, el referido acuerdo fue notificado a las partes el día cuatro de enero de este año, por lo que el plazo otorgado al usuario finalizó el día dieciocho de mismo mes y año, sin que el señor XXX hiciera uso del derecho de defensa otorgado.
IV. El día uno de febrero de este año, el CAU rindió el informe técnico N.° IT-0030-CAU-22, en el que realizó un análisis, entre otros aspectos, de: a) argumentos de las partes y b) pruebas aportadas. De dichos elementos, es pertinente citar los siguientes:

Evaluación y análisis de la información
[…] Análisis del Fundamento Técnico del Recurso presentado por la distribuidora.
1) La distribuidora manifiesta que las lecturas de ciclo correspondientes a mayo, junio y julio de 2020 reportadas desde el dispositivo móvil no fueron consideradas inicialmente para facturación, debido a los criterios siguientes: 

a) Generaban consumos superiores respecto al promedio inmediato de los seis últimos seis meses.

b) Se reportó una condición de suciedad en medidor según aviso XXX.

Lo anterior, según DELSUR, con el propósito de evitar un reclamo por parte del cliente, por consumos presuntamente erróneos.

De lo manifestado por la distribuidora, para los criterios aplicados en el literal a) y b) no se cumplió con lo establecido en el artículo 31 bis de los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final, del Pliego Tarifario del año 2020, puesto que, de acuerdo con las lecturas registradas por la TPL, hubo tres meses en donde se registró un consumo mayor al promedio que hace referencia el citado artículo, y no se advirtió al usuario al respecto; de igual manera, la verificación de medidor y el aviso # XXX fue efectuado hasta el mes de septiembre de 2020, es decir, cuatro meses después de presentarse la condición establecida en el artículo 31 bis.

2) Una vez validada la lectura, la distribuidora consideró probable el consumo registrado para el tipo de inmueble, ya que previamente se habían registrado consumos hasta de más de 800 kWh, por lo que considera que no se incumplió el artículo 31 bis.

Al respecto, cabe mencionar que previamente al alto consumo registrado en mayo de 2020, según datos de la TPL no existen registros de alto consumo previos al evento en referencia, por lo que se debió proceder con las verificaciones correspondientes en ese momento.

3) La distribuidora corroboró que el medidor funciona de forma correcta, y que se encuentra dentro de los límites admisibles. Por lo que el consumo registrado por el medidor es real y fue consumido.

Sobre este punto, es de recalcar que la verificación del medidor se efectuó hasta el mes de septiembre de 2020, y la condición de alto consumo inició en mayo del mismo año.

4) Producto de la investigación del caso, la distribuidora determina que el consumo referenciado en el censo de carga corresponde al usuario final actual.

Sobre lo anterior, se debe tomar en cuenta que de acuerdo con el histórico de consumo registrado en el domicilio, se observa que los consumos posteriores son superiores al censo de carga al cual hace referencia la distribuidora; por lo tanto, no corresponde con el patrón de consumo del usuario final actual.

En ese sentido, se determina que DELSUR, a pesar de contar con lecturas reales del consumo de energía eléctrica del suministro, facturó los meses de mayo, junio y julio del 2020 con base en estimaciones de consumo tomando en cuenta el promedio de los últimos seis meses de registro de consumo del suministro; y, el mes de agosto del 2020 lo facturó mediante una acumulación de consumo por el hecho de haber facturado mediante estimaciones los tres meses anteriores (…)
DICTAMEN
[…]

a) En consideración a lo expuesto, con base en las pruebas presentadas por la sociedad DELSUR, se puede establecer que la distribuidora facturó con base en estimaciones de consumo y cobró de forma acumulada en la facturación del usuario, a pesar de contar con las lecturas reales respectivas; situación que generó la inconformidad del usuario por no recibir sus facturas con base en lecturas reales, incumpliendo de esta manera con el artículo 29 de los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final, del Pliego Tarifario del Año 2020.

b) De acuerdo con el criterio establecido en el acuerdo N.° E-1222-2021-CAU, la sociedad DELSUR deberá anular los montos que excedan los pagos ya realizados por el usuario o reintegrar la diferencia a su favor, según sea el caso.

c) A la fecha se observa que el usuario aún no ha cancelado el monto reclamado, correspondiente a agosto de 2020, por la cantidad de USD 287.62; por tanto, de conformidad a lo determinado en el acuerdo N.° E-1222-2021-CAU, la sociedad DELSUR deberá cobrar la cantidad de treinta 50/100 dólares de Los Estados Unidos de América (USD 30.50) con IVA incluido, correspondiente al consumo de energía de 157 kWh, registrado por la TPL en el mes de agosto de 2020. […]”
V. Encontrándose el presente recurso en estado de dictar sentencia, esta Superintendencia, con apoyo del CAU, considera procedente realizar las valoraciones siguientes:
1. MARCO NORMATIVO

1.A. Ley de Creación de la SIGET, Ley General de Electricidad y Reglamento de la Ley General de Electricidad.
El artículo 4 de la Ley de Creación de la SIGET establece que esta Institución es la entidad competente para aplicar las normas contenidas en tratados internacionales sobre electricidad y telecomunicaciones vigentes en El Salvador, en las leyes que rigen los sectores de Electricidad y de Telecomunicaciones y sus reglamentos, así como para conocer del incumplimiento de estas.

De acuerdo con el artículo 2 letra e) de la Ley General de Electricidad, uno de los objetivos de dicho cuerpo legal es la protección de los derechos de los usuarios y de todas las entidades que desarrollan actividades en el sector. 

El artículo 95 del Reglamento de la Ley General de Electricidad estipula lo siguiente:

“[…] Cuando por inadecuada medición o falta de ésta, o por errores en el proceso de facturación, se facturen importes distintos a los reales, los distribuidores lo notificarán a quien corresponda, a efecto de recuperar el faltante o de reintegrar el excedente, según el caso. Lo anterior, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones contractuales pertinentes. 
Estas compensaciones podrán efectuarse entregando en efectivo la cantidad correspondiente, o con energía por un valor equivalente, en los documentos de cobro subsiguientes, cuyo número no podrá ser superior a tres. […]”

1.B. Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final del Pliego Tarifario autorizado a la distribuidora DELSUR, S.A. de C.V. aplicable para el año dos mil veinte.
En el artículo 29 se establece que el distribuidor deberá efectuar la lectura del medidor de forma remota o presencial a más tardar a los treinta y un días después de haber efectuado la última lectura, y deberá emitir el respectivo documento de cobro mensualmente y no podrá cobrar los cargos que se facturan en función de la lectura del medidor cuando no haya realizado la lectura correspondiente. 

Asimismo, dispone que se podrá estimar el consumo por razones de fuerza mayor o caso fortuito, o, casos excepcionales debidamente justificados, tomando en cuenta el equivalente al promedio de los últimos seis meses. Al tomarse la lectura real, se harán los ajustes respectivos. No se podrá facturar en base a consumo estimado un número de veces por año mayor a lo estipulado en las Normas de Calidad del Servicio de los Sistemas de Distribución. 

En caso de estimaciones, en el documento de cobro la distribuidora debe alertar al usuario de que el monto facturado está basado en una estimación de consumo. Incluyendo en o junto con la factura el siguiente texto: “Debido a que no se ha podido leer el consumo registrado por el medidor, el consumo incluido en esta factura es calculado con base en los últimos seis meses de consumo”.
El distribuidor no podrá acumular registros de consumos mensuales de energía eléctrica en un usuario final por no haber efectuado las lecturas correspondientes, a excepción de casos fortuitos o de fuerza mayor o casos excepcionales debidamente justificados. 

Además, el artículo 31-bis determina que cuando la distribuidora detecte consumos que excedan 100% del promedio del consumo de los últimos seis meses anormalmente incrementados de la facturación de un usuario final con consumo mayor a 100 kWh al mes, y ha verificado que no se deben a lecturas erróneas, medidor defectuoso, y el consumo registrado es improbable para el tipo de inmueble, deberá hacer del conocimiento de éste a través de la factura eléctrica advertir por escrito o por medio digital, en el menor tiempo posible al usuario sobre posibles condiciones que puedan poner en peligro a los habitantes y a las instalaciones del lugar.
1.C. Ley de Procedimientos Administrativos
La Ley de Procedimientos Administrativos —en adelante LPA—, en el título VII “Disposiciones Finales”, capítulo único, instituye en el artículo 163 —Derogatorias— lo siguiente: Será de aplicación a todos los procedimientos administrativos, quedando derogadas expresamente todas las disposiciones contenidas en leyes generales o especiales que las contraríen. 
El artículo 129 dispone que la resolución del recurso deberá contener una respuesta a las peticiones formuladas por el recurrente, pudiendo confirmar, modificar o revocar el acto impugnado.
1.D. Respecto de los plazos administrativos   

Mediante Decreto Legislativo N.° 593, de fecha catorce de marzo de dos mil veinte, publicado en el Diario Oficial N.° 52, Tomo 426 de la misma fecha, se decretó “Estado de Emergencia Nacional de la Pandemia por COVID-19”, el cual fue prorrogado por la Asamblea Legislativa, en tres ocasiones; cuyos efectos concluyeron el dieciséis de mayo del dos mil veinte.   

No obstante lo anterior, por medio de la resolución de las dieciséis horas con treinta y seis minutos del día veintidós de mayo de dos mil veinte, emitida en el Proceso de Inconstitucionalidad con Ref. 63-2020, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia resolvió lo siguiente:   

“”5. Revívese el Decreto Legislativo n° 593 aprobado el 14 de marzo de 2020 y publicado en el Diario Oficial n° 52, tomo n° 426, de 14 de marzo de 2020, por medio del cual la Asamblea Legislativa decretó el Estado de Emergencia Nacional de la Pandemia por COVID-19. La reviviscencia del Decreto Legislativo n° 593, salvo que antes se cuente con una nueva ley, estará vigente hasta el día 29 de mayo de 2020 (…).””   

Si bien, los efectos del Decreto Legislativo N.° 593 finalizaron; sin embargo, la emergencia por la Pandemia de la COVID-19 aún subsiste, y así lo reconoce la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en su Considerando XIV de la sentencia de inconstitucionalidad 21-2020/23-2020/24-2020/25-2020 de fecha ocho de junio de dos mil vente, en la cual señala:    

“1. La pandemia provocada por la COVID-19 que afecta al mundo y a El Salvador, a la fecha, es un acontecimiento determinado científicamente cuya notoriedad no requiere de otro tipo de prueba (art. 314 ord. 2º del Código Procesal Civil y Mercantil; y Giulio Ubertis, Elementos de epistemología del proceso judicial, 1ª ed., 2017, p.79). (…)”   

En concordancia con lo expresado, el artículo 107 de la Ley de Procedimientos Administrativos preceptúa que los hechos notorios no necesitan ser probados. En ese sentido, puede advertirse que constituye un hecho notorio, evidente y de conocimiento público que las condiciones de la pandemia por COVID-19 continúan.  

En razón de lo expuesto, se vieron afectados por condiciones externas los plazos de determinados actos en el transcurso del presente procedimiento; sin embargo, la SIGET garantizó los derechos fundamentales de las partes.   
2. ANÁLISIS 
2.1. Antecedentes

El CAU emitió el informe técnico N.° IT-0182-CAU-21, en el cual estableció que el cobro realizado por la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. en el suministro con NC XXX durante los meses de mayo, junio y julio de 2020, se efectuaron con base en estimaciones, a pesar de existir lecturas correctas de acuerdo con el registro de la Terminal Portátil de Lectura (TPL). 
Por lo tanto, la factura emitida en el mes de agosto de 2020 fue producto de una acumulación de los tres meses antes mencionados.

En dicho informe se estableció que el actuar de la empresa distribuidora transgrede lo establecido en los artículos 29 y 31 bis de los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final, del Pliego Tarifario de 2020, por las razones siguientes:

· El valor consignado en las facturas de los meses de mayo, junio, julio y agosto de 2020 no corresponde a la lectura real registrada en la Terminal Portátil de Lectura (TPL).

· La distribuidora no informó al usuario por escrito o por medio digital, que en el mes de mayo de 2020 detectó consumos que excedían el 100 % del promedio de consumo de los últimos seis meses.

· La distribuidora no informó al usuario entre los meses de mayo y julio de 2020 que los montos facturados estaban basados en una estimación de consumo. Lo anterior, a pesar de contar con lecturas reales mensuales. 

· Los argumentos y pruebas presentadas por la distribuidora no demuestran que la acumulación de consumos esté asociada a razones de fuerza mayor o caso fortuito, incluida la pandemia por COVID-19. Lo anterior, también se respalda en el hecho que se comprobó que la distribuidora efectuó la lectura del equipo y que notificó la factura de forma mensual durante el mencionado período.

Con base en lo anterior, en el acuerdo N.° E-1222-2021-CAU se determinó que la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. debía emitir nuevas facturas de los meses de mayo hasta agosto de 2020 consignando los valores reales consumidos y/o anular los montos que excedan los pagos ya realizados por el usuario o reintegrar la diferencia a su favor, según sea el caso.
2.2. Sobre los argumentos planteados en el recurso por DELSUR
Fundamento técnico: No incumplió el artículo 31-bis de los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final, del Pliego Tarifario del año 2020 (T&C) debido a que corroboró que el medidor funcionaba correctamente, que estaba dentro de los límites admisibles y que el consumo referenciado en el censo de carga correspondía al usuario. 
Respecto de lo anterior, corresponde mencionar que en el artículo 31-bis de los mencionados pliegos tarifarios se establece la obligación para la distribuidora de hacer del conocimiento al usuario sobre potenciales condiciones que puedan poner en peligro a los habitantes y a las instalaciones del lugar, así como de incrementos que excedan el 100 % del promedio del consumo de los últimos 6 meses.
La finalidad de dicha disposición es proteger al usuario y que tome las acciones que correspondan para evitar un incremento desmedido en su factura y al mismo tiempo la distribuidora salvaguarda a sus usuarios, instalaciones y la calidad del servicio. 
A efecto de lograr lo anterior, la distribuidora, en el momento que registre un consumo mayor al promedio, debe efectuar las gestiones pertinentes para conocer el origen de dicho aumento e inmediatamente hacerlo del conocimiento del usuario.
En el presente caso, en el informe técnico N.° IT-0030-CAU-22 se estableció lo siguiente: 
· Durante tres meses se registró un consumo mayor al promedio del 100% y no se advirtió al usuario. 

· La verificación del medidor y el aviso N.° XXX al usuario se efectuaron hasta el mes de septiembre de 2020.
De lo anterior se desprende que, la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. dejó transcurrir 4 meses desde que registró el aumento en la lectura en el mes de mayo de 2020 hasta que verificó la condición del medidor en el mes de septiembre de ese mismo año (de forma posterior al cobro acumulado), sin realizar alguna acción correctiva o avisarle al usuario.
Al transcurrir tanto tiempo entre el hallazgo y la inspección sin que la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. ejecutara algún tipo de acción que permitiera, tanto al usuario como a ella, verificar o corregir (según correspondiera), lo que causaba el aumento reportado en el suministro en el mes de mayo, no puede tomarse como válido por esta Superintendencia el argumento del supuesto cumplimiento del artículo 31-bis de los T&C, debido a que la inspección realizada en septiembre del 2020 no impidió el cobro acumulado y por el cual presentó el reclamo.
Por otra parte, el CAU corroboró que no existen registros de alto consumo previos al mes de mayo 2020 y que de acuerdo con el histórico de consumo registrados, se verificó que los consumos posteriores son superiores al censo de carga al cual hace referencia la distribuidora. 
En ese orden, dicho argumento técnico debe ser desestimado debido a que entre los meses de mayo hasta agosto 2020 la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. tramitó de forma incorrecta la incidencia en el suministro identificado con el NC XXX al incumplir lo regulado en los artículos 29 y 31 bis de los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final, del Pliego Tarifario del año 2020.
· Fundamento Legal: Presunta afectación económica a la distribuidora debido a que solo pretende cobrar el servicio prestado y no cobros adicionales, de conformidad con el principio de verdad material.
Al respecto, debe señalarse que la SIGET es un ente regulador que por determinación expresa del legislador tiene la tarea esencial de regular y supervisar actividades relacionadas con el sector de electricidad; tarea que será ejercida dentro de los límites de la propia ley. Lo anterior, está plenamente establecido en el artículo 4 de la Ley de Creación de la SIGET –LCSIGET– al señalar:
«La SIGET es la entidad competente para aplicar las normas contenidas en tratados internacionales sobre electricidad y telecomunicaciones vigentes en El Salvador; en las leyes que rigen los sectores de Electricidad y de Telecomunicaciones; y sus reglamentos: así como para conocer del incumplimiento de las mismas».

Así, en esencia, la SIGET está erigida sobre una filosofía de regulación y supervisión, en ejercicio de la cual tiene, entre otras potestades:  

«a) Aplicar los tratados, leyes y reglamentos que regulen las actividades de los sectores de electricidad y de telecomunicaciones; 

b) Aprobar las tarifas a que se refieren las leyes de electricidad y de telecomunicaciones; 

c) Dictar normas y estándares técnicos aplicables a los sectores de electricidad y de telecomunicaciones; 

d) Dirimir conflictos entre operadores de los sectores de electricidad y telecomunicaciones, de conformidad a los dispuesto en las normas aplicables; (…) 

r) Realizar todos los actos, contratos y operaciones que sean necesarios para cumplir con los objetivos que le impongan las leyes, reglamentos y demás disposiciones de carácter general».

Sobre el principio de verdad material, debe especificarse que el procedimiento administrativo es el cauce que sirve a la Administración Pública para preparar su voluntad, es decir, le aporta todos los elementos fácticos necesarios para que se pueda resolver, apegada a derecho, los asuntos que se le presenten. 

En tal sentido, los procedimientos en general responden a una serie de principios que lo inspiran, los cuales varían dependiendo del área sobre la cual se desarrollan. De ahí que, en el procedimiento administrativo el órgano que debe resolver está sujeto al principio de la verdad material, establecido en el artículo 3 número 8 de la LPA, que lo define de la manera siguiente: «(…) Verdad Material: Las actuaciones de la autoridad administrativa deberán ajustarse a la verdad material que resulte de los hechos, aun cuando no hayan sido alegados ni se deriven de pruebas propuestas por los interesados (…)». 

Conforme a lo anterior, la autoridad administrativa está obligada a recabar los elementos necesarios que le permitan reconstruir los hechos con la mayor aproximación posible a la realidad, a fin de dirimir el conflicto conforme a derecho, hayan sido o no alegados por las partes. De tal manera que, la decisión administrativa ha de ser independiente de la voluntad de las partes, pues su objetivo será siempre ajustarse al principio de verdad material. 
Ahora bien, debe puntualizarse que si bien el principio de verdad material juega un rol mandatorio por ley al momento de emitir un acto administrativo, también tienen igual relevancia y aplicación otros principios como: 
· Proporcionalidad: es decir, procurar que las actuaciones administrativas sean cualitativamente aptas e idóneas para alcanzar los fines previstos y que éstas sean las menos gravosas para todas las personas.

· Coherencia: es decir, que las actuaciones administrativas tengan congruencia con los antecedentes administrativos.

Tomando como base esos principios que deben regir las actuaciones administrativas, especialmente en materia de protección al usuario, deben recapitularse los hechos que han sido comprobados en este caso:
· La distribuidora no informó al usuario por escrito o por medio digital que en el mes de mayo de 2020 detectó consumos que excedían el 100 % del promedio de consumo de los últimos seis meses.

· En el transcurso de la investigación se evidenció que efectivamente existió un cobro estimado que no fue sometido a las excepciones normativas, cuya consecuencia era la imposibilidad de realizar los cobros por el servicio prestado durante los meses de mayo, junio y julio del 2020.
· A pesar del evidente incumplimiento por parte de la distribuidora a los pliegos tarifarios, esta Superintendencia al existir las lecturas de la TPL de los referidos meses, habilitó a la distribuidora -de forma excepcional- cobrar al usuario por el servicio con la limitante de no exceder lo ya pagado por éste, ya que el momento oportuno para notificar incrementos fuera de lo normal y para encontrar soluciones a dicha variación o a imposibilidades de lecturas ya había transcurrido.
Con fundamento en lo anterior, debe establecerse que si bien es cierto la distribuidora tiene el derecho de cobrar por el servicio prestado al usuario, dicho cobro debe cumplir con los parámetros establecidos en el marco regulatorio del sector eléctrico.
En consecuencia, los criterios establecidos en el acuerdo N.° E-1222-2021-CAU no implican una vulneración al derecho de la distribuidora de cobrar por el servicio de energía eléctrica prestado al usuario, sino simplemente es la consecuencia que la sociedad DELSUR, S.A. de CV. debe afrontar al no apegarse o cumplir las directrices especificas contenidas en los artículos 29 y 31 bis de los Términos y Condiciones Generales al Consumidor Final, del Pliego Tarifario del año 2020.

Por otra parte, debe recalcarse que el presente procedimiento inició a solicitud del usuario, quien se mostró agraviado con el cobro de la distribuidora. Es decir que, si el usuario no hubiera reclamado en un inicio la distribuidora no habría tenido conocimiento de la inconformidad ni de la rectificación de las facturas, por lo que al emitir una sentencia meramente declarativa en la que se establece que el usuario tiene derecho a saber cuánto debió facturarle si hubiese recibido sus facturas en tiempo y con los montos correctos, no afecta patrimonialmente a la distribuidora ni genera una afectación al usuario quien, previo al procedimiento administrativo, sí se vería perjudicado en caso que tuviera que pagar más a raíz que la distribuidora no se apegó a las directrices contenidas en la normativa sectorial,  contradiciendo los principios de proporcionalidad y coherencia en el presente procedimiento.
 

3. CONCLUSIÓN DE LA SIGET
De conformidad con el análisis efectuado y con fundamento en las disposiciones legales citadas, es preciso reiterar que los términos y condiciones de los pliegos tarifarios son terminantes en establecer la prohibición por parte de la distribuidora de cobrar consumos que no estén amparados en lecturas reales, a excepción de casos demostrados como fortuitos o de fuerza mayor debidamente comprobados y admitidos por esta institución.
En el presente caso, se evidenció que la distribuidora tomó las lecturas de forma mensual y, sin embargo, realizó los cobros con base en estimaciones que no sometió a autorización de esta institución, por lo que en el presente caso no se apega a las excepciones contempladas por la normativa pertinente para causales de fuerza mayor o caso fortuito.

Partiendo de lo anterior, al haberse estimado facturación sin someterlo a previa autorización, la consecuencia inmediata sería la anulación total de las facturas afectadas con dichas estimaciones infundadas.

No obstante, tomando en cuenta que existen datos extraídos de las TPL que pudieran resolver la falta de diligencia de la distribuidora para obtener datos que brindaran certeza al usuario de su consumo real, la sentencia impugnada contiene un pronunciamiento declarativo en el sentido de requerirle que emita las facturas con los datos correctos que debió emitir oportunamente.

Por tanto, con fundamento en el informe técnico N.° IT-0030-CAU-22, rendido por el CAU de la SIGET, esta Superintendencia debe establecer que la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. no aportó elementos probatorios nuevos, por lo que resulta procedente confirmar lo establecido en el acuerdo N.° E-1222-2021-CAU, de fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno, relacionado a determinar que en el suministro identificado con el NC XXX, la acumulación de consumos en el mes de agosto 2020 no está justificada de conformidad a los artículos 29 de los Términos y Condiciones al Consumidor Final del Pliego Tarifario aplicable a la distribuidora para el año dos mil veinte, y que existe un evidente incumplimiento a lo indicado en el artículo 31-bis de los mencionados pliegos tarifarios.
Con base en lo anterior, corresponde reiterar que la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. deberá:

1. Emitir nuevas facturas de los meses de mayo hasta agosto de 2020 consignando los valores reales consumidos.

2. Anular los montos que excedan los pagos ya realizados por el usuario o reintegrar la diferencia a su favor, según sea el caso.

En cuanto al mes de agosto del año 2020, la sociedad DELSUR tiene derecho a cobrar la cantidad de TREINTA 50/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (USD 30.50) con IVA incluido, correspondiente al consumo de energía de 157 kWh, registrado por la TPL.
4.  RECURSO

En cumplimiento de los artículos 134 y 135 de la Ley de Procedimientos Administrativos, el recurso de apelación puede ser interpuesto en el plazo de quince días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación de este acuerdo.

POR TANTO, de conformidad con lo expuesto, esta Superintendencia ACUERDA:
a) Confirmar el acuerdo N.° E-1222-2021-CAU, emitido el día veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno.
b) Determinar que la sociedad DELSUR, S.A. de C.V. tiene derecho a cobrar la cantidad de TREINTA 50/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (USD 30.50) IVA incluido, correspondiente al consumo de energía de 157 kWh, registrado por la TPL en el mes de agosto de 2020. 

c) Notificar este acuerdo al señor XXX, y a la sociedad DELSUR, S.A. de C.V., debiendo adjuntar copia del informe técnico N.° IT-0030-CAU-22, rendido por el CAU de la SIGET.

                                                                 Manuel Ernesto Aguilar Flores 
                                                                 Superintendente
Sexta décima calle poniente y 37 Av. sur #2001, Col. Flor Blanca, San Salvador, El Salvador, C.A. 
PBX: (503) 2257-4438; Fax: (503) 2257-4499
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